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14. Comisión de Seguimiento y mediación de conflictos.
Para facilitar el cumplimiento, interpretación y desarrollo

de lo pactado en el presente Acuerdo se crea una Comisión
de Seguimiento que se compondrá, de modo paritario, por
diez miembros por cada una de las dos partes. Los miembros
firmantes correspondientes a la parte social se distribuirán en
proporción al índice de representatividad que tuvieren acre-
ditada en el ámbito de la Mesa Sectorial de Negociación en
el momento de la firma del presente Acuerdo.

La Comisión, que deberá constituirse en el plazo de 30
días desde la entrada en vigor del Acuerdo, tendrá atribuciones
para vigilar el cumplimiento de lo pactado, interpretar y
desarrollar, cuando así esté previsto, los contenidos del Acuer-
do así como el conocimiento y resolución de los conflictos
que de la interpretación y aplicación del Acuerdo se deriven
sin perjuicio de lo dispuesto en el presente apartado sobre
solución extrajudicial de conflictos.

Los Grupos de trabajo y Mesas técnicas creadas en el
presente Acuerdo se integran bajo la dependencia de la Comi-
sión de seguimiento de conformidad con las tareas y funciones
que les hayan sido encomendados.

La Comisión de seguimiento se regirá por un reglamento
de funcionamiento que deberá aprobarse en el plazo de tres
meses desde la fecha de su constitución.

Para llevar a cabo la evaluación del cumplimiento del
presente Acuerdo la Comisión de Seguimiento, con indepen-
dencia de las demás que, de conformidad con su reglamento
puedan convocarse, celebrará dos reuniones de evaluación
una en cada semestre.

Los pactos y acuerdos que se adopten en la Comisión
de Seguimiento vincularán a las partes en los mismos términos
que el presente Acuerdo.

En la medida en que se avance en el desarrollo de lo
previsto en el Capítulo V.3, in fine, del V Acuerdo de Con-
certación Social de Andalucía, suscrito el 23 de mayo de 2001,
las partes se comprometen a realizar las adaptaciones que
sean necesarias para someter los conflictos que puedan surgir
en la interpretación y aplicación del presente Acuerdo al
SERCLA como sistema de mediación y conciliación.

15. Denuncia y prórroga.
Con antelación mínima de un mes a la fecha de extinción

del presente Acuerdo, o de sus prórrogas, si las hubiere, cual-
quiera de las partes podrá denunciar su vencimiento mediante
notificación expresa a la otra solicitando la revisión del mismo,
dicha solicitud deberá concretar las partes del acuerdo que
se pretende revisar. Si no se produjera denuncia, su vigencia
se entenderá tácitamente prorrogada por períodos anuales.

En caso de que el Acuerdo estuviese denunciado y vencido
el plazo de su vigencia, ésta se entenderá prorrogada hasta
que las partes finalicen las negociaciones mediante acuerdo.

DISPOSICION TRANSITORIA

El personal funcionario al que pudiera corresponder, según
el tiempo de servicios prestados, más de veintidós días hábiles
de vacaciones y que, a la entrada en vigor de las medidas
previstas en el apartado VII.2 del presente Acuerdo hayan
terminado el período de vacaciones anuales, podrán disfrutar
los días no computados a partir de la entrada en vigor de
las referidas medidas y hasta el 15 de enero de 2004.

DISPOSICION FINAL

Los órganos competentes de la Administración de la Junta
de Andalucía adoptarán, en el plazo más breve posible, cuantas
medidas normativas y de ejecución resulten necesarias para
la vigencia y cumplimiento de los compromisos y previsiones
contenidos en el presente Acuerdo.

Por la Administración, la Consejera de Justicia y Admi-
nistración Pública, Carmen Hermosín Bono.

Por las Organizaciones Sindicales, UGT, CC.OO., CSI-CSIF
y ASP-USTEA.

I N D I C E

1. Ambito de aplicación.
2. Vigencia.
3. Organización.

3.1. Organización del trabajo.
3.2. Reorganización de la estructura administrativa.
3.3. Relaciones de Puestos de Trabajo.
3.4. Catalogación y valoración de puestos de trabajo.
3.5. El perfil y las funciones de los puestos de trabajo.

4. Empleo Público.
4.1. Comisión sobre empleo público.
4.2. Oferta de Empleo Público.
4.3. Selección y Acceso al empleo público.

5. Ordenación profesional.
5.1. Planificación de los recursos humanos.

5.1.1. Medidas de planificación.
5.1.2. Estabilidad en el empleo.

5.2. Provisión de puestos y promoción profesional.
5.2.1. Criterios de la política de provisión y promoción.
5.2.2. Actuaciones y compromisos en materia de pro-

visión de puestos.
5.2.3. Actuaciones y compromisos en materia de pro-

moción, carrera profesional y cualificación.
6. Retribuciones.
7. Condiciones de trabajo.

7.1. Jornada y horario.
7.2. Vacaciones y Permisos.
7.3. Medidas de incentivación para la mejora de los servicios

públicos.
7.4. Reducción del absentismo.

8. Conciliación de la vida familiar y profesional.
9. Formación.
10. Acción Social y premio de jubilación.
11. Prevención de Riesgos Laborales.
12. Igualdad de oportunidades.
13. Estructura y articulación de la negociación colectiva.
14. Comisión de Seguimiento y mediación de conflictos.
15. Denuncia y prórroga.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

DECRETO 310/2003, de 4 de noviembre, por el
que se delimitan las aglomeraciones urbanas para el
tratamiento de las aguas residuales de Andalucía y
se establece el ámbito territorial de gestión de los servicios
del ciclo integral del agua de las Entidades Locales
a los efectos de actuación prioritaria de la Junta de
Andalucía.

Con la finalidad de proteger la calidad de las aguas con-
tinentales y marítimas de los efectos negativos de los vertidos
de las aguas residuales urbanas, el Real Decreto-Ley 11/1995,
de 28 de diciembre, por el que se establecen las normas
aplicables al tratamiento de las aguas residuales urbanas, que
transpone al ordenamiento jurídico interno la Directiva
91/271/CEE, del Consejo, de 21 de mayo, sobre el tratamiento
de las aguas residuales urbanas, constituye el marco jurídico
de obligado cumplimiento en Andalucía por parte de las Cor-
poraciones Locales, como Administraciones Públicas compe-
tentes en materia de depuración de aguas residuales urbanas,
que dispone, en su artículo tercero, que las Comunidades Autó-
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nomas fijarán, previa audiencia de los Ayuntamientos afec-
tados, las aglomeraciones urbanas en que se estructura su
territorio.

En relación con lo anterior, adquiere especial relevancia
el concepto de aglomeración urbana cuando el territorio tras-
ciende del marco territorial del término municipal, en el cual,
tradicionalmente, se ha configurado la prestación del servicio
público de abastecimiento de agua, saneamiento y depuración
en Andalucía, por las competencias que la legislación de Régi-
men Local confiere a los Ayuntamientos.

Una gestión racional y eficiente del recurso agua, requiere
entender la depuración como uno de los principales hitos del
ciclo integral del agua, con el objetivo de proteger la calidad
de la misma. Para ello, es necesario incardinar las actuaciones
en materia de infraestructuras hidráulicas, en las áreas geo-
gráficas de los correspondientes sistemas de gestión del ciclo
integral del agua, cuyas entidades públicas representativas se
establecen como sujetos responsables del servicio.

En virtud de las competencias atribuidas en los artícu-
los 13 y 15 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, la
Administración de la Junta de Andalucía tiene la facultad de
ejercer la competencia de auxilio técnico y económico a las
Entidades Locales en las actuaciones de abastecimiento,
saneamiento y depuración no declaradas de interés general
de la nación, desde el respeto al núcleo esencial de com-
petencias municipales, por lo cual se deben implementar los
mecanismos que permitan su desarrollo por parte de aquélla.

Al objeto de posibilitar el cumplimiento de las condiciones
y plazos de los objetivos europeos en materia de tratamiento
de las aguas residuales urbanas y de calidad de las aguas
de consumo humano, el artículo 27 de la Ley 15/2001, de
26 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales,
presupuestarias, de control y administrativas, en la redacción
dada por el artículo 74 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre,
por la que se aprueban normas en materia de tributos cedidos
y otras medidas tributarias, administrativas y financieras, regu-
la la posibilidad de que la Administración Autonómica celebre,
en una actuación de ayuda institucional, Convenios de cola-
boración con las Entidades Locales y con otras Administra-
ciones Públicas en materia de infraestructuras hidráulicas y/o
su explotación y gestión. Resulta necesario, por razones de
ordenación territorial a nivel global de la Comunidad Autó-
noma, establecer el ámbito geográfico en que deben insertarse
dichos Convenios, como el idóneo de gestión y como marco
de actuación prioritario del apoyo técnico y económico de la
Administración de la Junta de Andalucía en los servicios públi-
cos del ciclo integral urbano del agua.

En su virtud, previa audiencia de las Entidades Locales
afectadas, a propuesta de la Consejera de Obras Públicas y
Transportes, conforme dispone el artículo 39.2 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, de conformidad con el Consejo Con-
sultivo de Andalucía, y previa deliberación del Consejo de
Gobierno en su reunión del día 4 de noviembre de 2003,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Decreto tiene por objeto la delimitación

de las aglomeraciones urbanas para el tratamiento de las aguas
residuales de Andalucía y, consiguientemente, la fijación de
las condiciones para el cumplimiento por las Entidades Locales
de Andalucía de las disposiciones del Real Decreto-Ley
11/1995, de 28 de diciembre, por el que se establecen las
normas aplicables al tratamiento de las aguas residuales urba-
nas, en transposición al ordenamiento jurídico interno del con-
tenido de la Directiva del Consejo 91/271/CEE, de 21 de mayo.

2. Es, asimismo, objeto del presente Decreto la delimi-
tación del ámbito territorial de los sistemas de gestión del
ciclo integral urbano del agua en Andalucía, con la finalidad
de que las Entidades Locales de su territorio aúnen sus com-
petencias y medios en la gestión de los mismos.

Artículo 2. Glosario de términos.
A efectos del presente Decreto, se entiende por:

a) Aguas residuales urbanas: las aguas residuales domés-
ticas o la mezcla de éstas con aguas residuales industriales
o con aguas de escorrentía pluvial.

b) Aguas residuales domésticas: las aguas residuales pro-
cedentes de zonas de vivienda y de servicios, generadas prin-
cipalmente por el metabolismo humano y las actividades
domésticas.

c) Aguas residuales industriales: todas las aguas residua-
les vertidas desde locales utilizados para cualquier actividad
comercial o industrial, que no sean aguas residuales domés-
ticas ni aguas de escorrentía pluvial.

d) Aguas de escorrentía pluvial: las aguas recogidas por
las redes de alcantarillado municipal provenientes de lluvias
y tormentas.

e) Agua potable: agua apta para el consumo humano,
con las características exigidas por el Real Decreto 140/2003,
de 7 de febrero, por el que se establecen los criterios sanitarios
de la calidad del agua de consumo humano, y resto de nor-
mativa vigente, suministrada a los usuarios desde una red
de titularidad pública, con la consideración de bien de primera
necesidad y servicio esencial para la comunidad.

f) Aglomeración urbana: zona geográfica formada por uno
o varios municipios, o por parte de uno o varios de ellos,
que por su población o actividad económica constituya un
foco de generación de aguas residuales que justifique su reco-
gida y conducción a una instalación de tratamiento o a un
punto de vertido final.

g) Aglomeración urbana intermunicipal: aglomeración
urbana cuya zona geográfica afecta a más de un municipio
y constituye un ámbito de tratamiento o de vertido común
de las aguas residuales urbanas.

h) Sistema colector: todo sistema de conductos que recoja
y conduzca las aguas residuales urbanas, desde las redes de
alcantarillado de titularidad municipal, a las estaciones de
tratamiento.

i) Sistema de gestión del ciclo integral del agua: conjunto
de elementos de gestión, entendidos como la totalidad de los
recursos hídricos, instrumentos de gestión, prestación de los
servicios comprendidos en el ciclo integral del agua, abas-
tecimiento de agua en alta o aducción, distribución y suministro
de agua potable, alcantarillado, intercepción, depuración y ver-
tido o reutilización de las aguas residuales urbanas, y la explo-
tación y mantenimiento de las correspondientes infraestruc-
turas, referido a un ámbito territorial que puede hallarse for-
mado por uno o varios municipios o parte de uno o varios
de ellos, el cual, por su ubicación territorial y cuestiones de
índole técnica o económica constituye el marco idóneo para
la realización de dicha gestión de forma racional y conjunta.
El Ente público representativo del sistema constituye el sujeto
con el cual se articula, de manera prioritaria, la colaboración
con la Administración de la Junta de Andalucía en materia
del ciclo integral urbano del agua.

Artículo 3. Delimitación de aglomeraciones urbanas para
el tratamiento de las aguas residuales en Andalucía.

1. A los efectos del presente Decreto, se delimitan como
aglomeraciones urbanas intermunicipales para el tratamiento
de las aguas residuales en la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía las que se relacionan, por provincias, en el Anexo I del
mismo.

2. A los mismos efectos, el resto del territorio de Andalucía
se entenderá constituido por aglomeraciones urbanas cuyo
ámbito territorial será el municipio o la parte de éste no incluido
en una aglomeración urbana intermunicipal.

3. Son entidades obligadas al cumplimiento de lo dis-
puesto en el Real Decreto-Ley 11/1995, los municipios o,
en el caso de aglomeraciones urbanas intermunicipales las
entidades públicas de gestión que han de constituirse entre
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los municipios afectados. De acuerdo con lo anterior, los Ayun-
tamientos de los municipios que se hallen en ellas incluidas,
quedan obligados a la constitución del correspondiente ente
público representativo, mediante cualquiera de las figuras y
formas previstas en la vigente legislación sobre régimen local,
salvo que estén o voluntariamente se integren en un sistema
de gestión del ciclo integral del agua en los términos esta-
blecidos en el presente Decreto.

Artículo 4. Delimitación del ámbito territorial de los sis-
temas de gestión del ciclo integral del agua.

1. A los efectos de este Decreto, se delimita el ámbito
territorial de los sistemas de gestión del ciclo integral del agua
en Andalucía de acuerdo con la relación, por provincias, con-
tenida en el Anexo II del mismo.

No obstante lo anterior, se podrán articular mecanismos
de coordinación y cooperación entre los diversos sistemas de
gestión del ciclo integral del agua delimitados en el citado
Anexo.

2. La colaboración y funciones de apoyo a la Adminis-
tración Local mediante la prestación de auxilios técnicos y
económicos por la Administración de la Junta de Andalucía
en materias de abastecimiento de agua potable y de sanea-
miento y depuración de aguas residuales urbanas se instru-
mentará, prioritariamente, mediante Convenios de colabora-
ción a suscribir con las entidades públicas representativas de
los citados sistemas de gestión del ciclo integral del agua,
de base asociativa, que voluntariamente se constituyan por
las Entidades Locales integrantes de su territorio, aislada o
conjuntamente con otras entidades, para la eficaz consecución
de los intereses públicos que constituye su objeto o fin común.

Artículo 5. Prestación de los servicios de saneamiento
y depuración de aguas residuales urbanas en el ámbito terri-
torial de los sistemas de gestión del ciclo integral del agua.

1. Los sistemas de gestión del ciclo integral del agua,
existentes o que se constituyan con arreglo a la delimitación
efectuada en el Anexo II, deberán prestar, para su conside-
ración como tales a los efectos del presente Decreto, los
servicios públicos de saneamiento y depuración de las aguas
residuales urbanas en su ámbito territorial.

2. Las entidades públicas de gestión del sistema del ciclo
integral del agua, a que se refiere el apartado anterior, serán
los sujetos obligados al cumplimiento de lo establecido en
la normativa reguladora sobre tratamiento de aguas residuales
urbanas, sin perjuicio de la responsabilidad y competencia

de cada municipio conforme a la normativa básica reguladora
del Régimen Local.

Disposición transitoria única. Entidades públicas repre-
sentativas de las aglomeraciones urbanas intermunicipales.

Hasta la constitución de las entidades públicas represen-
tativas de las aglomeraciones urbanas intermunicipales a los
efectos del presente Decreto, serán responsables del cumpli-
miento de las obligaciones establecidas en el Real Decre-
to-Ley 11/1995, de 28 de diciembre, los Ayuntamientos de
los municipios que las integran.

Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo
de la normativa de apoyo a las Entidades Locales en materia
de abastecimiento de agua, saneamiento y depuración de
aguas residuales urbanas.

Se faculta al titular de la Consejería de Obras Públicas
y Transportes para desarrollar la normativa reguladora de la
actuación, en régimen de apoyo, de la Administración de la
Junta de Andalucía a las Entidades Locales mediante Con-
venios de colaboración, dentro del marco de lo dispuesto por
el artículo 27 de la Ley 15/2001, de 26 de diciembre, modi-
ficado por el artículo 74 de la Ley 10/2002, de 21 de diciem-
bre, por la que se aprueban normas en materia de tributos
cedidos y otras medidas tributarias, administrativas y finan-
cieras.

Disposición final segunda. Habilitación normativa.
1. Se faculta al titular de la Consejería de Obras Públicas

y Transportes, previa audiencia de las Entidades Locales afec-
tadas, para modificar los Anexos I y II del presente Decreto.

2. Igualmente, se faculta al citado titular para que dicte
cuantas disposiciones requiera el desarrollo y ejecución de
este Decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.
El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 4 de noviembre de 2003

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO
Consejera de Obras Públicas y Transportes
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UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 5 de noviembre de 2003, de
la Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla, por la que
se modifica el apartado 11.1 de la Resolución de 3
de septiembre de 2003, por la que se convocan 4
Becas para realizar la Tesis Doctoral asociadas a Gru-
pos de Investigación de esta Universidad (Ref.
PPI0301).

La Resolución de 3 de septiembre de 2003, establecía
en su apartado 11.1 los criterios de selección de los candidatos
que cumplieran las condiciones y requisitos establecidos en
dicha convocatoria.

Considerando el acuerdo tomado por la Comisión de Inves-
tigación de la Universidad Pablo de Olavide recogido en el
punto 2.d) del Acta de la sesión 03/3 de 22 de mayo de
2003 de dicha Comisión, se hace necesario modificar el citado
apartado 11.1.

En consecuencia este Rectorado ha resuelto:

Primero. Modificar el apartado 11.1 que quedará redac-
tado de la forma siguiente:

11.1. La Comisión de Investigación, considerando con-
juntamente los siguientes criterios, baremará a las particu-
laridades de los candidatos que cumplan las condiciones y
requisitos establecidos en los Anexos I y III de la presente
convocatoria de Becas:

- Financiación por Proyectos de convocatorias públicas
de investigación acreditadas por el Grupo de Investigación
receptor: Valoración máxima de dos puntos y medio (2,5)
que se asignará al Grupo/s que acredite/n el mayor número
y calidad de Proyectos de este tipo, aplicándose al resto de
los Grupos la puntuación proporcional en orden decreciente
a los Proyectos de Investigación aquí definidos.

- Puntuación del Grupo de Investigación receptor en la
Orden de 2 de abril de 2002, de la Consejería de Educación
y Ciencia de la Junta de Andalucía, por la que se convocaban
con cargo al III Plan Andaluz de Investigación Ayudas a las
Universidades y Centros de Investigación de Andalucía para
apoyar a los Grupos de Investigación y Desarrollo Tecnológico
Andaluces en su actividad interanual, así como a las nece-
sidades de Infraestructura Científica: Valoración máxima de

dos puntos y medio (2,5) que se asignará al Grupo/s que
acrediten en la convocatoria citada una puntuación total de
25 puntos, aplicándose al resto de los Grupos la puntuación
proporcional en orden decreciente, coincidiendo la valoración
de cero (0) puntos con la puntuación de 15 puntos obtenida
en la convocatoria ya definida anteriormente en el apar-
tado 4.a).

- Expediente Académico: puntuación máxima de 4 puntos
mediante el siguiente sistema: Por la calificación obtenida en
cada asignatura o actividad cursada y superada, se asignará
la puntuación que se especifica en el siguiente baremo y el
resultado total así obtenido se dividirá entre el número de
asignaturas o actividades contabilizadas.

Matrícula de Honor: 4.
Sobresaliente: 3.
Notable: 2.
Aprobado: 1.

- Otros méritos: la Comisión podrá asignar una puntuación
máxima de un (1) punto en función de otros méritos aca-
démicos definidos y debidamente documentados por los
solicitantes.

Esta Resolución pone fin a la vía administrativa; contra
ella cabe interponer recurso contencioso-administrativo, en el
plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente al
recibo de su notificación, ante el Juzgado de lo Contencio-
so-Administrativo, de conformidad con el artículo 8.3 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa (BOE de 14 de julio), sin perjuicio
de que alternativamente pueda presentarse recurso de repo-
sición contra esta Resolución, en el plazo de un mes, ante
el mismo órgano que la dictó, en cuyo caso no cabrá interponer
el recurso contencioso-administrativo anteriormente citado en
tanto no recaiga resolución expresa o presunta del recurso
de reposición, de acuerdo con lo dispuesto en los artícu-
los 116 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre
(BOE de 27 de noviembre), de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero (BOE
de 14 de enero).

Sevilla, 5 de noviembre de 2003.- El Rector, Agustín
Madrid Parra.

2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

DECRETO 319/2003, de 18 de noviembre, por
el que se dispone el cese de don Cecilio Martín García
como miembro del Consejo Asesor de Radio Televisión
Española en Andalucía.

De conformidad con lo establecido en el artículo 7 de
la Ley 2/1982, de 21 de diciembre, reguladora del Consejo
Asesor de Radio Televisión Española en Andalucía, modificado
por la Ley 4/1996, de 17 de julio, corresponde al Consejo

de Gobierno el nombramiento de los miembros del citado Con-
sejo Asesor.

La Mesa del Parlamento de Andalucía, en sesión celebrada
el día 12 de noviembre de 2003, ha conocido el escrito pre-
sentado por don Cecilio Martín García comunicando su renun-
cia como miembro del Consejo Asesor de Radio Televisión
Española en Andalucía.

En consecuencia, a propuesta del Consejero de la Pre-
sidencia, y previa deliberación del Consejo de Gobierno, en
su reunión del día 18 de noviembre de 2003,


